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PEREIRA - RISARALDA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, noviembre diecinueve de dos mil nueve. 

Acta número 0096 de nov. 19/09.
Hora: 9:30 a.m.
TEMAS: LA REALIDAD SOBRE LAS FORMAS. Ante el enfrentamiento de la realidad con la formalidad, habrá de prevalecer en las relaciones laborales la primera sobre la segunda. La prevalencia de tal principio, no surge en el proceso ordinario con su mera enunciación. La primacía de la realidad sobre las formas, en una relación determinada exige del dispensador de justicia una contemplación retrospectiva, atenta y detenida de la manera como se ejecutó la actividad confiada al demandante, generalmente a través de la versión de testigos. Los hechos contenidos en el libelo de demanda son aquellos “que sirven de fundamento a las pretensiones” –art. 25-7 del C.P.L.S.S.-. 
TRABAJADOR OFICIAL NO ES DE CARRERA. No resulta relevante los posibles defectos cometidos en las calificaciones del servicio ya que el trabajador oficial no está sometido al régimen de carrera administrativa.
PRUEBA PARA CONDENA DE INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO INJUSTO. La indemnización de que fue acreedor el demandante por despido injusto, impide a esta Colegiatura  imponer otra por el mismo concepto, así se acredite  persecución o que  no haya sido conforme a la realidad el hecho afirmado como causa de la terminación por la ex empleadora al ex trabajador, ya que al proceso no se trajo la prueba –cuantitativa y cualitativa- acerca de que con el monto reconocido con base en la convención colectiva, el empresario no satisfizo la totalidad de los perjuicios irrogados al operario con el despido.
En la fecha y hora señalada, se da inicio a la audiencia pública,  dentro de la que habrá de resolverse el recurso de apelación interpuesto por el vocero judicial del señor MARIO SALGADO, contra la sentencia proferida por la señora Jueza Primera  Laboral de Descongestión de Pereira, Risaralda, el 19 de Diciembre del año retropróximo, en el proceso ordinario seguido por el recurrente en contra de la EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE PEREIRA S.A. E.S.P. y el MUNICIPIO DE PEREIRA.
En sesión previa que se hizo constar en el acta de la referencia, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó el magistrado ponente, el cual corresponde al siguiente,

FALLO   

Pretende el promotor del litigio, a través de apoderado judicial, que se declare la existencia de un contrato de trabajo entre las partes que se inició el 18 de enero de 1994 hasta el 15 de octubre de 2006, que entre el 15 de septiembre de 1997 y hasta la terminación del vínculo ocupó el cargo de Auxiliar de Ingeniería; que el despido fue injusto y unilateral; que es beneficiario de la Convención Colectiva de Trabajo, por lo tanto debe condenarse a la demandada a reintegrarlo, con el pago de salarios insolutos y prestaciones sociales, al cargo de Auxiliar de Ingeniería que venía ocupando, también solicita subsidiariamente, que de no ser viable el reintegro se le pague la indemnización por todo el tiempo laborado, entre el 18 de enero de 1994 y el 13 de octubre de 2006, o en su defecto la indemnización se liquide con los valores determinados en el Decreto 2351 de 1965. Solicita además que se condene a la accionada a pensionarlo, conforme a las normas convencionales, cuando llegue a la edad de 60 años; depreca el pago de la indemnización moratoria, perjuicios por daño emergente y lucro cesante, perjuicios morales en cuantía equivalente a 100 salarios mínimos legales, reliquidación de cesantía e intereses, lo que ultra y extra petita resulte demostrado y las costas procesales.   

Se apoyan las anteriores pretensiones, en los siguientes hechos:

El accionante prestó sus servicios para la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. E.S.P., el vínculo se inició con las extintas Empresas Públicas de Pereira y mediante la expedición de orden de servicios No. 9 de 1993 que tuvo como objeto colaborar con auxiliares de ingeniería. Inició labores el 18 de enero de 1994 sin interrupción hasta el 15 de octubre de 2006. El 11 de mayo de 1995 el actor fue supuestamente vinculado a la Empresa Temporal SERES pero continuaba desempeñando el mismo cargo, con iguales actividades, funciones, horarios y responsabilidades. El 15 de septiembre de 1997 debió presentar renuncia a SERES, debido a la escisión de las Empresas Públicas de Pereira y el surgimiento de la Empresa de Telecomunicaciones. A pesar de la renuncia inducida, la Empresa Temporal no le canceló prestaciones sociales ni indemnización por rompimiento de la relación laboral. El 15 de septiembre de 1997 suscribió con la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira contrato de trabajo a término indefinido para el cargo de Auxiliar de Oficina, el cargo resultó ser ficticio porque desde antes el actor desarrollaba funciones y responsabilidad correspondientes al cargo de Auxiliar de Ingeniería. En noviembre de 1997 y ante la vacante del cargo de Auxiliar de Ingeniería asumió ese puesto por designación de sus superiores.  

El trabajador cumplió con un horario de lunes a viernes de 7:00 a.m. a 12 m. y de 2:00 a 6:00 p.m., el último salario devengado ascendió a $1.744.154.oo. a su vez a éste se le ha desconocido el derecho a la igualdad, pues habiendo desempeñado cargo igual a otros auxiliares de ingeniería, desde el mes de noviembre de 1997 al 20 de enero de 2003, percibía como salario $560.000.oo y los otros $1.100.000.oo. A los trabajadores de la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira se les aplica la convención colectiva de trabajo cuya vigencia es de 2006-2008, el trabajador hacía parte del sindicato de trabajadores, por ello es beneficiario de las cláusulas contenidas en ella.

El promotor del litigio fue despedido sin justa causa por la Empresa, debiéndose aplicar a la entidad las sanciones dispuestas en la convención colectiva de trabajo vigente, tales como las contenidas en el inciso 2, parágrafo del literal b) artículo 73 y artículo 66, a lo cual tiene derecho el demandante por haber laborado 12 años, 8 meses y 28 días. 

La Empresa demandada ha causado graves perjuicios a su ex trabajador, pues además de proceder con su desvinculación unilateral e intempestiva, entregó carta laboral en la cual se describen circunstancias que desfavorecen los intereses del mismo; el escrito referido ha hecho imposible que el pretensor consiga un nuevo trabajo; indica finalmente, que el despido injusto se suscitó por los reclamos de nivelación salarial, reclamos que además provocaron persecución laboral. 

La demanda fue admitida por medio de auto del 15 de junio de 2007, se ordenó su notificación y traslado al representante legal de la demandada, pronunciándose ésta por intermedio de apoderada judicial, aceptó el contrato de trabajo con el actor, indicando que el mismo se dio sólo desde el 15 de septiembre de 1997 al 15 de octubre de 2006. Acerca de la vinculación antes de ese día dice que lo fue como trabajador en misión de la Empresa SERES y para prestar servicios a las antiguas Empresas Públicas de Pereira, y no para la de Telecomunicaciones. Afirma que las cláusulas convencionales invocadas por el actor no le son aplicables porque sólo prestó servicios por 3271 días correspondientes a 9,09 años. Se opuso a las pretensiones de la demanda porque a pesar de que el demandante fue despedido unilateralmente y sin justa causa, se le pagó la indemnización correspondiente. Excepcionó como previa “Falta de integración del litis consorcio necesario”, y de mérito las de “Inexistencia de la obligación demandada, “Cobro de lo no debido”, “Falta de legitimación por pasiva en la demanda”, “Carencia de acción, de causa y de derecho”, “Buena fe” y “Prescripción”.  

A continuación se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, dentro de la cual se declaró probada la excepción previa prevista, en consecuencia se ordenó integrar el litis consorcio necesario con el Municipio de Pereira a quien se le corrió el traslado de rigor. Está entidad territorial por intermedio del Alcalde Municipal y haciéndose apoderar de profesional del derecho respondió al libelo; expresando no constarle ninguno de los hechos relatados; se opuso a su vinculación al proceso indicando que no es responsable siquiera solidario de las reclamaciones hechas por el actor ya que el convenio que se hizo al escindirse las Empresas Públicas de Pereira tenía un plazo determinado, esto es, duraba hasta el 30 de julio de 2000; excepcionó falta de legitimación en la causa por pasiva.

Luego de citadas la partes a audiencia obligatoria, se declaró fracasada la fase conciliatoria por falta de ánimo en tal sentido, se dio traslado de las excepciones propuestas, no hubo medidas de saneamiento que adoptar, se fijó el litigio y se constituyó el despacho en primera audiencia de trámite dentro de la cual se decretaron las pruebas que interesaban al litigio.    

Terminado el debate probatorio se dictó sentencia que puso fin a la instancia, en donde la Jueza tuvo en cuenta para los efectos de este proceso que entre el accionante y la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira se dio un contrato de trabajo cuyos extremos temporales fueron del 15 de septiembre de 1997 al 15 de octubre de 2006. El empleado no cumplía los requisitos convencionales para que se le reintegrara al cargo. 

La a quo expresó que con respecto a la pensión convencional es improcedente porque para efectos del reconocimiento de cualquier gracia pensional y la adquisición del status de pensionado, deben concurrir en el sujeto activo del derecho los requisitos que la norma exija para ello. A su vez en lo que corresponde a la indemnización por despido injusto resultó improcedente, ya que el contrato de trabajo fue terminado el 15 de octubre de 2006, es decir que el monto que traía el Decreto 2351 de 1965 fue modificado por la Ley 789 de 2002 artículo 28, esto es que para el caso concreto del demandante, por el tiempo de servicios prestados, 9 años y 1 mes, le correspondía una indemnización por 191.66 días; según el último salario devengado $1.744.154.oo en dinero, debió pagarle la demandada una suma equivalente a $11.142.818.oo. Comparada esta cantidad con la que efectivamente recibió el demandante, esto es, $15.422.266.oo, le permitió concluir a la falladora que le dieron más de lo que le correspondía por dicho concepto.    

En consideración con el derecho a la reliquidación la Jueza concluyó que el demandante no tiene derecho a ésta por no haber demostrado que efectivamente desde que inició labores en la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira se desempeño como auxiliar de ingeniería. Se declaró probada la excepción de mérito denominada “Falta de legitimación en la causa por pasiva” interpuesta por el Municipio de Pereira, esto porque no hubo ninguna evidencia dentro del expediente que permitiera inferir que esta entidad territorial tuviera algún vínculo contractual con el demandante.   

Dicha decisión fue objeto del recurso de apelación por el procurador judicial del  demandante, quien sustentó con los siguientes argumentos:

Señala que las Empresa Públicas de Pereira fueron escindidas en cinco empresas entre ellas la Telefónica de Pereira, conforme consta en el certificado de existencia y representación legal aportado el cual además, da cuenta del acuerdo suscrito entre el Municipio de Pereira, las Empresas Públicas de Pereira y la Telefónica de Pereira. Dicho hecho no fue considerado por el despacho. El despacho omitió considerar los documentos aportados al expediente por otros sujetos procesales, como el Municipio de Pereira, en el cual consta como con la escisión de las Empresas Públicas de Pereira operó la sustitución patronal para la Telefónica tal como se lee en el Acuerdo 30 de 1996. 

Así mismo, los documentos examinados en conjunto con los testimonios, como el vínculo laboral de la Telefónica de Pereira con el gestor del litigio se remonta al año 1994 y con ello se evidencia que la liquidación por el despido injusto fue incorrecta y por tanto tiene derecho a los beneficios de la convención por tener mas de 10 años de vínculo laboral al momento de su despido y derecho a la reliquidación de sus prestaciones sociales desde el año 1994. El despacho incurre en una indebida valoración del material probatorio y hace un análisis formal sin verificar los hechos desde la realidad material y se sustrae al marco normativo anunciado en la sentencia para dilucidar el caso, cuando la verificación que debió haber hecho era si existían o no los elementos para deducir que el contrato era efectivamente laboral. 

Concedida la alzada, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.

Se dispone la Sala a resolver lo que corresponda, con base en las siguientes, 

CONSIDERACIONES
Competencia.

En virtud de los factores territorial y funcional, esta Sala resulta competente para resolver el recurso de apelación interpuesto por el portavoz judicial de los actores.

Los denominados por la doctrina presupuestos procesales: juez competente, demanda en forma, capacidad de parte y capacidad para comparecer a juicio- concurren medianamente en esta actuación, no militan, por otra parte, vicios que obliguen a sanearlos o a decretar de oficio la nulidad, en su caso –art. 145 C.P.C-.

Problema jurídico.

Se contrae la Colegiatura a resolver los dilemas jurídicos que se plantean en los siguientes términos: 
1- ¿Saldrán avantes las pretensiones del promotor del litigio invocando el principio de la primacía de los datos de la realidad sobre las formas, en orden a que se le agregue al tiempo reconocido por la firma de telecomunicaciones accionada, otro tiempo anterior laborado mediante contrato de prestación de servicios u órdenes de trabajo o como usuaria de una empresa de servicios temporales con la empresa sustituida?. 
2- ¿Se impondrá tal principio Constitucional en orden a determinar las funciones desempeñadas por el actor, para efectos de nivelar su salario con otros de igual categoría o trabajo?. 

3- ¿Procederá el reintegro o la estimación de una indemnización mayor a la reconocida por la empleadora por despido injusto?.
Caso Concreto. 

Se encamina la discusión en esta segunda instancia acerca de la prevalencia de la realidad sobre las formalidades establecidas por las partes –art. 53 superior-, en relación con una porción o segmento de tiempo servido por SALGADO, con anterioridad a la suscripción del contrato individual de trabajo a término indefinido para trabajadores oficiales, el 15 de septiembre de 1997 –fl. 26 Cdo. 1-. 
Lo indubitado, lo constituye, entonces, el hecho en sí de la prestación del servicio durante un período anterior a la suscripción del mentado contrato individual de trabajo, ofreciéndose la discordia en que para el demandante, en ese lapso concurrieron todos los elementos del contrato de trabajo no obstante a haber obedecido al cumplimiento meramente formal de una orden de trabajo o “contrato administrativo de prestación de servicios”.
I- Naturalmente, que ante el enfrentamiento de la realidad con la simple forma de lo escrito, habrá de prevalecer en las relaciones laborales la primera sobre la segunda. Tan categórico principio, ha regido en nuestra institucionalidad desde los propios albores del derecho laboral, es así como el artículo 3º del decreto 2127 de 1945 apuntó en tal dirección luego de erigir la trípode de elementos esenciales del contrato de trabajo: la actividad personal del trabajador, la dependencia de éste con respecto del patrono y el salario, lo siguiente:  
“ARTICULO 3o. Por el contrario, una vez reunidos los tres elementos de que trata el artículo anterior, el contrato de trabajo no deja de serlo por virtud del nombre que se le dé, ni de las condiciones peculiares del patrono, ya sea persona jurídica o natural; ni de las modalidades de la labor; ni del tiempo que en su ejecución se invierta; ni del sitio en donde se realice, así sea el domicilio del trabajador; ni de la naturaleza de la remuneración, ya en dinero, ya en especie o ya en simple enseñanza; ni del sistema de pago; ni de otras circunstancias cualesquiera. 

Iguales previsiones tuvo el Código Sustantivo del Trabajo, al señalar que: “(…) 2º). Una vez reunidos los tres elementos de que trata este artículo, se entiende que existe contrato de trabajo y no deja de serlo por razón del nombre que se le dé ni de otras condiciones o modalidades que se le agreguen” –art. 23-2º-.

Sin embargo, los abusos que en este materia se vienen perpetrando en detrimento de la figura del contrato de trabajo, con la utilización de formas que encubren verdaderas relaciones laborales, obligó al Constituyente de 1991, a erigir como principio constitucional aquel que se hallaba insito en la legislación precedente y conocido en la época como “como contrato realidad”, hoy denominado “primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales” –art. 53-.
II- Obviamente, que la prevalencia de tal principio, no surge en el proceso ordinario con su mera enunciación, por el contrario,  impone tanto a los litigantes como al dispensador de justicia un especial esfuerzo y actividad, en orden a que a través del material probatoria se ponga de manifiesto la realidad que subyace tras el texto de un escrito encaminado a disfrazar con otras formas dicha realidad. De tal suerte que la tarea que acometerá, entonces, el fallador guiado por el haz probatorio, será la de descorrer el velo o manto que cubre la realidad oculta a fin de hacerla relucir a la faz del derecho.

Para desentrañar la verdadera relación existente por el período acá demandado –enero de 1994 a Octubre 14 de 1997, se examinará si en el plenario se encuentran acreditados los elementos que conforman el contrato laboral: prestación personal del servicio, la retribución del mismo, y que este se haya ejecutado bajo una situación de continuada subordinación y dependencia.

III- Del análisis en conjunto de la prueba se puede deducir tanto la prestación personal del servicio como el pago percibido por el mismo, teniendo en cuenta, en este último aspecto la documental visible a folio 21. 

En lo tocante con la subordinación es menester tener en cuenta liminarmente que tal como lo ha recalcado la jurisprudencia nacional, es preciso, que el demandante demuestre por los medios de prueba, en forma incontrovertible e inocultable, la circunstancia de especial dependencia de modo que no quede duda acerca del desempeño del actor en las mismas condiciones que lo efectuaría el servidor que sin hesitación entre los contendientes haya celebrado el contrato de trabajo. Por ello es necesario que al proceso se alleguen testimonios en orden a dar fe acerca de las directrices de carácter obligatorio que debía cumplir, o el documento a través del cual se acredite los llamados de atención o la imposición de cierta orden no susceptible de ser discutida, o desvirtuar la simple facultad de supervisión que la contratante tiene sobre el contratista y que puede darse perfectamente en el contrato de prestación de servicios. 

De igual significación, la comprobación en torno a la obligación para el actor de cumplir ciertas metas u observar determinados métodos en la realización de sus labores y el de rendir informes susceptibles de corrección, o dar cuentas de sus actos a algún superior. 

No es suficiente, como lo ha señalado el Consejo de Estado, probar la existencia de un horario como único elemento indicativo de subordinación en orden a considerar existente la relación laboral entre las partes en contienda. En primer lugar, porque pese a que a primera vista se puede pensar que el cumplimiento de un horario es de suyo un elemento configurativo de la subordinación transformando una relación que ab initio se consideró como contractual en laboral, lo cierto es que en determinados casos el cumplimiento de un horario es sencillamente la manifestación de una concertación contractual entre las partes para desarrollar el objeto del contrato en forma coordinada con los usos y condiciones generalmente aceptadas y necesarias para llevar a cabo el cumplimiento de la labor. 
IV- Las pautas de orden probatorio anotadas se ponen mayormente de relieve en esta contienda, más si se tiene en cuenta, entre otras circunstancias las siguientes: (i) han transcurrido más de 12 años de haberse desarrollado la relación por el periodo acá reclamado, por lo que los rastros dejados como visos de haberse cumplido como un contrato de trabajo y no como de prestación de servicios u otra modalidad del derecho administrativo, ofrece sus dificultades dado que los testigos, obviamente, no guardan con la fidelidad anhelada los recuerdos a reproducir en sus declaraciones y de los que se pueda inferir sin asomo de duda la distorsión entre la forma y la realidad que entraña la prosperidad del principio constitucional del que se ha valido el promotor del litigio. 
(ii) A juzgar por las labores que desempeñó SALGADO en ese período, acorde con la versión de la deponente Margarita Maria Palacios Tobón, jefe de la división de ingeniería de la empresa de Telecomunicaciones demandada, a saber: “(…) el debía salir al terreno, ayudar a tomar medidas, hacer la labor de terreno, levantar información para los censos de demanda, eso es contar las casas, mirar cuales casas tiene teléfonos, cuales casas no tiene servicios de teléfono, revisar los postes donde están ubicados, revisar las cámaras telefónicas que existen y le entrega toda esa información a las personas que hacen los diseños (…)” –fl. 264-, labores que en esencia son las que aparecen en el escrito visible a folio 21, no resulta del todo distorsionada la realidad si se observa que tales labores por su naturaleza bien pueden acometerse de manera independiente o autónoma por su artífice, sin que por el hecho de que se realicen en horas de oficina, o aquel se tenga que desplazar a una oficina para rendir el informe respectivo al diseñador o a su ayudante, indique necesariamente que tal relación se gobierne por un contrato de trabajo, dado que en el marco de los contratos independientes no es ajena la supervisión que ejerce el contratante sobre el contratista y la rendición de informes de éste, pues, con ello materializa su cometido u objeto.

(iii)  La incorporación al comienzo de un buen número de personas en la realización de labores como las confiadas al demandante antes del 15 de septiembre de 1997, en la modalidad como lo hizo la antigua empresa de servicios Públicos de Pereira, para luego “engancharlos” a la planta o nómina de la empresa, es una práctica muy socorrida en nuestro medio, y con el benéfico propósito de constituir este modo un termómetro para seleccionar dicho personal de manera indefinida. Lo cual no significa, entonces, que ambos períodos se tengan que unir bajo las mismas reglas del último, a menos que la prueba recogida en el plenario no permita visualizar diferencia alguna tanto en la ejecución de un período como del otro. 
V- Incursionará, enseguida la Sala, el examen en torno a si las pruebas recaudadas en esta contención, estuvieron más cerca o más lejos de desvirtuar los postulados de la experiencia sentados en precedencia. En otros términos, si como lo recaba el apelante, la funcionaria a-quo cometió o no dislate alguno al evaluar la testimonial vertida por los señores: Palacios Tobón, Quintero Hernández, Gil Valencia y José Omar Zapata. Ataque a que estuvo encaminado el recurso al criticarse dicha valoración, pues, en sentir del inconforme, el contenido de tales deponencias constituye el puntal fáctico de sus aspiraciones y que por ello no fueron apreciadas en su verdadera dimensión.   
Ciertamente, que en orden a constar la primacía de la realidad sobre las formas, en una relación determinada exige del dispensador de justicia una contemplación retrospectiva, atenta y detenida a la manera como se ejecutó la actividad confiada al demandante, generalmente a través de la versión de testigos, los cuales traerán al proceso los elementos de tal observación o seguimiento a fin de generar al operador jurídico la convicción requerida acerca de la realidad ofrecida al interior de la susodicha relación, esto es, si se dio o no la trípode de elementos que estructuran el contrato de trabajo. Desde luego, que en tal verificación el juez podrá guiarse, también por las reglas de la experiencia como lo pone de manifiesto la censura.
En este orden de ideas, en el plenario se escucharon las tres deponencias ya referidas, de las cuales se puede entresacar lo siguiente:
a) La señora Margarita María Palacios, jefe de división de ingeniería, con una antigüedad con la empresa de Telecomunicaciones, desde el 27 de marzo de 1989, depuso que Salgado estuvo atado a Empresas Públicas de Pereira, cuando ésta contrató un grupo para adelantar un proyecto muy grande, ligado primero con contrato de prestación de servicios “como en el 94”,  “un años después la empresa contrato –sic- ese personal a través de una empresa de servicios temporales (…) hasta después de que se creo la EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES (…)”, dijo que SALGADO era básicamente un aprendiz “ayudantes de los auxiliares de ingeniería, eran ayudantes de los diseñadores” que la información recolectada estaba dirigida al diseñador –Pedro Julián Garcia-, que éste le  daba ordenes al ayudante –Salgado-, el jefe de este fue el ingeniero Mauricio Cuartas, “desde que Mario entro –sic- a trabajar en la parte de diseño estuvo trabajando en la oficina donde yo trabajo”. Explicó, que en diseño de redes se hace lo mismo que antes –fl. 263, 266-.

De la exposición anterior, no se deduce con claridad los citados elementos esenciales del contrato de trabajo, ya que si bien afirmó que el diseñador Pedro Julián García, le impartía órdenes a Salgado, refirió a renglón seguido que el jefe de éste era el Ingeniero Mauricio Cuartas, lo cual torna, entonces, confuso lo atinente a la subordinación y menos que ésta hubiese estado a cargo de la testimoniante. Añádase que la deponente, no enuncia la clase de órdenes que se le impartían al actor en esa época, en aras de determinar si correspondían a directrices de carácter obligatorio, esto es, susceptibles de ser discutidas o no, tampoco alude a eventuales llamados de atención, o la imposición de metas o de rendir informes susceptibles de corrección, o dar cuentas de sus actos a algún superior, todo tendiente a desvirtuar la simple facultad de supervisión que el contratante tiene a través de sus agentes sobre el contratista y que puede darse perfectamente en el contrato de prestación de servicios. 

b) En cuanto a la certificación expedida por la misma deponente, visible a folio 24 Cdo. 1, su valor probatorio apuntado a que en este segmento de tiempo de la contratación, el ejecutado por Salgado correspondiera a un auténtico contrato de trabajo, no se desprende de su texto por el mero uso de la expresión “labora” contenido en la misma, aparte de que su credibilidad se pone en entredicho al referirse al cago de auxiliar de planeación Telecomunicaciones, cuando en el curso de su exposición aludió a otro muy diferente: aprendiz o ayudante de los auxiliares de ingeniería o ayudante de los diseñadores, dando razón de cada una de las funciones, sin que ninguna posea afinidades con la actividad de planeación.
c) Omar Javier Quintero Hernández, dijo haber laborado en la división de ingeniería desde enero de 1984, por espacio de 24 años y 6 meses, que cuando Salgado entró a laborar era auxiliar de Pedro Julián García, entró como ayudante de planeación, “no puedo decirle desde que año porque eso era cuando estábamos en la calle 48 y 49 con treinta de agosto no se que año sería eso (…) un sitio para recolectar la información ya que el trabajo de nosotros era del 80% en la calle (…) No se Mario a quine –sic- le reportaba porque trabajábamos en equipos diferentes o sea centrales diferentes (…) primero trabajaban con un contrato y luego asumieron con una COOPERTIVA (…) el siguió siendo el ayudante (…) Todos recibiamos –sic.- órdenes Adicional –sic- a que el recibía la capacitación para la labor (…) se la daba el mismo auxiliar (…) desarrollo –sic- actividades de técnico y diseñador (…) abrieron la zona y el cogió una parte (…) y habían otro –sic- ayudantes (…) no le puedo decir cuanto tiempo trabajo –sic- como diseñador (…) en la división de ingeniería (…) todos debemos cumplir un horario y ejecutar unas labores que nos asignen (…)” –fls. 267 a 271-.

La comentada declaración posee como la anterior parecidas deficiencias en orden a dar certeza acerca de que la relación sostenida por el actor con la empresa sustituida antes del 15 de Octubre de 1997, obedeció a las pautas del contrato de trabajo y no del de prestación de servicios, aparte de que según su exposición Salgado se desempeñó en otro grupo diferente al del testigo, con lo cual se afecta su credibilidad más cuando aludió en relación con el demandante a funciones, tales como de auxiliar de planeación y diseñador, que no fueran avaladas por el propio demandante. 
d) José Omar Zapata, al servicio de la empresa telefónica demandada desde hace 24 años –declaró el 26 de junio de 2007- primero en diversas secciones y los últimos cinco años como técnico de diseño donde fue compañero de trabajo del demandante “en la oficina, fuimos del mismo grupo de trabajo (…) lo conozco hace diez años más o menos (…) Desconozco que tipo de contratación (…) en los últimos cinco años estábamos trabajando de igual a igual en el equipo de diseño (…) estábamos diseñando redes para la ciudad de Lunes a Viernes de 7:30 a.m. a 12 m. o 12:30 p.m. y de 2 a 6 p.m.(…)”, que recibía órdenes de la ingeniera Margarita Maria Palacios y Mauricio Cuartas “(…) igual que yo también recibo órdenes de él (…)”. Preguntado acerca de las labores de Salgado para la época de la Empresas Públicas, dijo que éste laboraba en el grupo de diseño “pero no la labor específica”, sobre el cumplimiento de horarios en este período, adujo que no podía asegurarlo “porque yo estaba en otra sección”, tampoco sabe si para esa época la ingeniera Palacios era la jefe de ese grupo de trabajo “yo estaba en otro grupo” –fls. 272 a 274-.

Así mismo, esta deponencia no es idónea para los fines perseguidos por el actor, habida cuenta de que tras anotar que fue compañero de éste en los últimos 5 años –tiempo que no es el que interesa dilucidar acá-, desconoce el tipo de contratación que sostuvieron las partes enfrentadas, amén de que para la época de las Empresas Públicas, el testigo y el actor laboraron en secciones diferentes. 
e) Idéntica crítica resiste el testimonio vertido por el señor Juan Carlos Gil Valencia, quien fungió en la empresa telefónica desde mayo de 1995, hace 13 años –declaró en la misma fecha de los precedentes-, en principio como jefe de mantenimiento preventivo zona Desquebradas, que firmó contrato por seis meses “se supone que era prestación de servicios”, como contratista y también con la empresa de servicios temporales, que daba informe a la dependencia de mantenimiento preventivo, “soy técnico de diseño”, que en Mayo de 1998 se vinculó a la “Telefónica”, conoció al demandante hace unos cinco años (…) el ya estaba allí y desempeñaba lo mismo que yo hacía que era el diseño de redes, de Lunes a Viernes de 7 a.m. a 12 m. y de 2 a 6 p.m.(…) El jefe inmediato era el mismo mio el ingeniero MAURICIO CUARTAS (…)”–fls. 275 a 277- (sublíneas fuera del texto).
Es importante agregar cómo a pesar de venir trabajando desde 1995 el deponente sólo conoce al actor desde hace 5 años, en el cargo de diseño de redes, el cual no era en el que precisamente fungiera SALGADO antes del 15 de octubre de 1997.

La restante prueba testimonial postulada por la parte demandada –vertida por: Andrea Darly Cantor amador (fl. 284), Lucero Londoño Valencia (fl. 279) y Luis Arbey Rodríguez Carmona (fl. 288)-, nada aportaron en punto al principio de la primacía de la realidad, que beneficiara al actor.

VI- Las deficiencias probatorias de que se han dado cuenta son las que dan al traste con las pretensiones del demandante, dado que no se puede pregonar que las circunstancias fácticas bajo las cuales se ejecutaron las actividades de SALGADO al servicio de la empresa de Telecomunicaciones demandada, fueron las mismas bajo las cuales se prestaron por el demandante al servicio de la empresa sustituida, antes del 15 de octubre de 1997, más cuando como ya se ha advertido, dicho período resulta superior a 10 años atrás, lapso en que obviamente, los deponentes han perdido los recuerdos acerca de las huellas o rastros que dejaron en sus mentes la manera como se ejecutó dicha relación, siendo, por otro lado, tales actividades afines al objeto de un contrato de prestación de servicios –fl.21-
Por otro lado, el período supuestamente laborado en misión o por cuenta de una cooperativa de trabajo asociado, no fue plenamente dilucidado en esta contienda, dado que a pesar de que algunos deponentes se refieren al hecho, no se tiene certeza en torno a su duración y por ello la Sala no acometerá el estudio insinuado en la censura. 
Se confirmará por ende, este segmento de la apelación.

VII- En lo atinente al reclamo por concepto de nivelación salarial fundada en una presunta discriminación en contra del actor entre el período: 20 de noviembre de 1997 al 20 de enero de 2003 en relación con los devengos de otros operarios que fungieron como auxiliares de ingeniería (técnico de diseño), es menester afirmar que si la discriminación cesó el 20 de enero de 2003, y habiendo esgrimido la parte demandada la excepción de prescripción, para “todos los derechos sobre los cuales se haya operado ese fenómeno” –fl. 1211 Cdo. 1-, resulta inútil estudiar el cargo, como quiera que en el evento de asistirle razón, imperioso resultaría la declaración de la prescripción dado que la demanda fue introducida el 4 de Junio de 2007, esto es, ya superado el trienio de que trata el artículo 151 de la obra adjetiva laboral en armonía con el precepto 488 de la obra sustantiva de la materia, más cuando el escrito del 20 de febrero de 2003 –fl. 33 Cdo. ib- aparte de no referirse exactamente a ese reclamo carece de la virtualidad de interrumpir tal fenómeno extintivo de los derechos al juzgar por su fecha.
El otro fenómeno esgrimido en la censura y que toca con las evaluaciones acerca del rendimiento realizadas al actor, no resulta la inconformidad acorde con alguna de las pretensiones enlistadas en forma acumulada en el libelo inicial, recordando al efecto que los hechos contenidos en el libelo de demanda son aquellos “que sirven de fundamento a las pretensiones” –art. 25-7 del C.P.L.S.S.-, por lo que tampoco resultaría relevante a las resultas de este proceso los posibles defectos cometidos en las calificaciones del servicio, si por otro lado, Salgado fungiera como trabajador oficial y no como empleado público sometido a carrera administrativa, cuya etapa evaluativa en este último empleo si constituye –como no en el caso de los trabajadores oficiales- requisito de la estabilidad laboral. 
De ahí que como en el reclamo precedente, se despachará de manera desfavorable el cargo.     
VIII- En cuanto a la responsabilidad que se le endilga a la ex empleadora, por el hecho de “la expedición de una carta laboral en la que solamente se consideraron los aspectos de la evaluación que indebidamente modificó la empresa desconociéndose los resultados anteriores y que fueron causa de la acción de tutela” –fl. 645-. Es menester sostener en primer lugar, que la carta a la que se refiere el apelante, es la visible a folio 82 del Cdo. 1, suscrita por el subgerente de gestión humana y calidad de la empresa de Telecomunicaciones accionada, días posteriores a la desvinculación -19 de octubre de 2006-, frente a la cual el juez constitucional de Tutela adoptó los mecanismos superiores de protección hasta agotar su desacato –fl. 46 Cdo. 2-, por lo que no le queda a esta jurisdicción otra decisión a adoptar en tal dirección. 
Ahora, en relación con los posibles perjuicios –daño emergente, lucro cesante y morales- irrogados a SALGADO a causa de la expedición de tal certificación, es preciso afirmar que ninguna probanza arrimó al plenario en orden a establecer que la misma fue presentada al mercado laboral a fin de obtener un nuevo empleo, esta vez con el señor Henry Gustavo Bolívar Zapata o empresa Pretensados S.A., donde supuestamente iba a devengar la suma de $1.500.000, según lo denunció en el hecho 30 del libelo genitor del proceso –fl. 7 Cdo. 1- y menos que el texto de tal documento fuera la razón para que no hubiese logrado el enganche en tal empresa, motivo suficiente para denegar esta otra pretensión.
IX- Por último, las pretensiones fincadas en la terminación del vínculo en forma unilateral y sin justa causa, recibirán igualmente, despacho desfavorable, pues, el fracaso en su aspiración de que se declarara la unicidad del vínculo del 18 de enero de 1994 al 15 de octubre de 2006, determina que con arreglo a las disposiciones de la convención colectiva de trabajo, fracase igualmente, los pedimentos relativos a la acción de reintegro –cláusula 73 fl. 116 Cdo. 1-,  la pensión restringida de jubilación –cláusula 66 par. fl. 109- y la ampliación del monto indemnizable, por no haber laborado más de diez (10) al servicio de la empresa. 
Por otra parte, la sociedad de Telecomunicaciones reclamada, aceptó el hecho de la terminación sin justa causa y por tal razón reconoció el pago de la indemnización con base en un sueldo básico de $2.238.716, con arreglo a la confesión por apoderado plasmada en el hecho 33 de la demanda –fl. 8 C.1-, sin que la inconformidad se haya encaminado a que su cuantía no se hubiera acomodado a las reglas establecidas en la convención colectiva de trabajo –fl. 115- sino que el reproche se centró en que “el verdadero período laborado debe extender (se) desde el 18 de enero de 1994 al 15 de octubre de 2006, lo que arroja doce (12) años, ocho (8) meses, veintiocho (28) días, quiere decir que el factor indemnizable para Mario Salgado es sobre 4588 días, con igual básico de liquidación” –fl. 6 Cdo. id.-. Por lo que por lo visto no era de recibo dicha pretensión dado que no se accedió a la súplica que pretendía añadir el tiempo desempeñado en ambas empresas –sustituta y sustituida-. 
La indemnización de que fue acreedor el demandante, impide a esta Colegiatura a imponer otra por el mismo concepto así se acredite  persecución o que  no haya sido conforme a la realidad el hecho afirmado por la ex empleadora al ex trabajador -como verdadera causa de despido- la reestructuración de la subgerencia técnica –fl. 79 Cdo. 1-, sección en la que según Salgado no había laborado,  o que pretenda un monto indemnizable mayor a voces de la sentencia de constitucionalidad C-1057 de 2000, habida cuenta de que al proceso no se trajo la prueba –cuantitativa y cualitativa- acerca de que con el monto reconocido con base en la convención colectiva, el empresario no satisfizo la totalidad de los perjuicios irrogados a Salgado con el despido, con la advertencia de que los estimados en la demanda –fl. 8-se refieren a un hecho diferente –expedición de la carta laboral del 19 de octubre de 2006-.  
Con todo, se absolverá a la codemandada empresa de Telecomunicaciones y como a idéntica conclusión arribó la juez de descongestión de primer grado, se confirmará la decisión impugnada.
Costas en segunda instancia a cargo la parte demandante y en pro de la compañía de Telecomunicaciones accionada.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley,

FALLA
CONFIRMA la sentencia conocida por vía de apelación. 

Costas en esta instancia a cargo del demandante y a favor de la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A.E.S.P.
 Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN     

HERNÁN MEJÍA URIBE
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CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE
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